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Proceso:    
        
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que concedió el amparo solicitado

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:   
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA Y DE FONDO. “[E]l demandante radicó en las instalaciones de COLPENSIONES el 22 de agosto del año 2016 (f. 2, c. 1), una solicitud tendiente a que se le reconozca una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, habida cuenta de la negativa al reconocimiento y pago de la directa prestación que reclamó, pero sin que a la fecha se tenga conocimiento de una respuesta clara y concreta, siguiendo el término para ello previsto por el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 (sustituido por el art. 1° de la Ley 1755 de 2015), que es de quince (15) días siguientes a su recibo, sobre la suerte de la misma, e incluso, ya de fondo respecto de la prestación reclamada, porque a estas alturas, se han superado los cuatro meses que le sirven de sustento a la impugnante, sin que en el expediente aparezca acreditado que se haya emitido una resolución definitiva. (…) [A] propósito de la insistente posición de la parte demandada acerca de que cuenta con el término de 4 meses para decidir y responder; pero, como se anota, de lo que se trataba era de que al interesado, dentro del término general previsto para ello (15 días), se le informaran los pormenores que rodean la cuestión y se le dijera cuándo, en definitiva, se podría expedir la contestación del caso. De manera que, como en el presente asunto nada prueba que al accionante se le hubiera contestado en el sentido que corresponde y la respuesta de la entidad que descorrió el traslado no suple esa omisión, salta a la vista el resquebrajamiento del citado derecho por parte del Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, acorde con las funciones de la normativa que gobierna la estructura interna de la entidad (Acuerdo 063 de 1993 y Resolución 039 de 2012). En conclusión, se confirmará el fallo objeto de revisión, porque si bien manda que se resuelva de fondo el asunto, se reitera que para este momento de la actuación ya se han superado con creces los cuatro meses que le sirven de apoyo a la entidad para su omisión.”.
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Acta N° 29 de enero 25 de 2017
Decide la Sala la impugnación interpuesta por la parte demandada, contra la sentencia proferida el pasado 11 de noviembre por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela propuesta por Ricardo de Jesús Vera Colorado contra la Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES-.
ANTECEDENTES

En su propio nombre, Ricardo de Jesús Vera Colorado,  demandó la protección de los derechos fundamentales “de petición, debido proceso”, vulnerados, dijo, por COLPENSIONES. 

  



La solicitud se encaminó a que se le ordene a la entidad, dar respuesta de fondo, clara y precisa a la solicitud de reconocimiento y pago de la indemnización sustitutiva de pensión de vejez que radicó el 22 de agosto del año inmediatamente anterior con el número “2016_9553453”
 



Para así pedir relató, en síntesis, que ante la negativa del reconocimiento y pago de pensión de vejez, optó por solicitar la prestación relacionada con la indemnización sustitutiva de la misma, pero pasados 2 meses desde su presentación no ha obtenido respuesta alguna.
  



Se admitió la acción y se dio traslado a la entidad, por conducto del Gerente Nacional de Reconocimiento. Hubo respuesta de la vicepresidencia jurídica y secretaría general de la administradora de pensiones, en la que se adujo que conforme al literal e), del artículo 33, de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9 de la Lay 797, se otorga un término de hasta 4 meses para resolver sobre la clase de solicitud promovida, por lo que a la fecha de presentación de la tutela ese término no había vencido. 
 



  Se dictó sentencia en la que se concedió el amparo y se le ordenó al gerente nacional vinculado que un plazo máximo de diez (10) días, siguientes a la notificación de la sentencia, procediera a dar respuesta de fondo, de manera clara y concreta a la petición elevada el 22 de agosto de 2016. Para así decidir trajo a colación apartes jurisprudenciales sobre la materia, en los que se deja sentado que para esta clase de peticiones se aplica la regla general, además de que también venció el término que las mismas líneas han establecido para la inicial información.
  



Esa decisión fue impugnada por la demandada, con similares argumentos a los plasmados al momento de descorrer el traslado.
CONSIDERACIONES

Acude ante el juez constitucional Ricardo de Jesús Vera Colorado, con el propósito de que se le proteja, en esencia, su derecho fundamental de petición, vulnerado, dijo, por la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, que no le ha dado respuesta a la solicitud relacionada con una indemnización sustitutiva.
Pues bien, se tiene claro que la posibilidad de acudir a la acción se abre paso siempre y cuando se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de defensa judicial para proteger su derecho fundamental, y aquí es claro que, en el estado actual de cosas, es este el sendero apropiado para la reclamación que se pretende.
Es que, es un hecho indiscutido que el demandante radicó en las instalaciones de COLPENSIONES el 22 de agosto del año 2016 (f. 2, c. 1), una solicitud tendiente a que se le reconozca una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, habida cuenta de la negativa al reconocimiento y pago de la directa prestación que reclamó, pero sin que a la fecha se tenga conocimiento de una respuesta clara y concreta, siguiendo el término para ello previsto por el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 (sustituido por el art. 1° de la Ley 1755 de 2015), que es de quince (15) días siguientes a su recibo, sobre la suerte de la misma, e incluso, ya de fondo respecto de la prestación reclamada, porque a estas alturas, se han superado los cuatro meses que le sirven de sustento a la impugnante, sin que en el expediente aparezca acreditado que se haya emitido una resolución definitiva. 

Desde la sentencia SU-975 del 23 de octubre de 2003, precisó la Corte Constitucional, que:
  


 
Mediante la interpretación armónica de las disposiciones sobre plazos en materia de peticiones pensionales, la Corte ha venido tutelando el derecho de petición por incumplimiento del deber de informar sobre el trámite de la solicitud pensional dentro de los 15 días hábiles siguientes a su presentación, con independencia del deber de resolver de fondo en el plazo de cuatro meses, así como del deber de adelantar los trámites necesarios tendientes al pago de las mesadas en el plazo de seis meses. En efecto, en sentencia T-422 de 2003, M.P. Rodrigo Escobar Gil, la Corte concedió la tutela del derecho de petición con fundamento en la doctrina arriba expuesta:

  


 
“En armonía con la interpretación que la jurisprudencia reciente ha dado a los términos para resolver este tipo de solicitudes, se advierte en este caso que en efecto aparece vulnerado el derecho de petición del señor (...), puesto que al momento de presentar la tutela, si bien no habían transcurrido los cuatro (4) meses establecidos por la jurisprudencia (sentencias T-325 y T-326 de 2003) para resolver de fondo la petición, la entidad accionada estaba en la obligación de hacerle saber al accionante dentro de los quince (15) días siguientes a la radicación de su solicitud, el estado en que se encontraba su petición y señalarle a su vez la fecha en la que resolvería de fondo la solicitud elevada. Así pues, el término preliminar de quince días señalado por la jurisprudencia ya había vencido al momento de presentar la tutela y por ello se entiende conculcado el derecho de petición en su núcleo esencial.”.

Esto se trae a colación, a propósito de la insistente posición de la parte demandada acerca de que cuenta con el término de 4 meses para decidir y responder; pero, como se anota, de lo que se trataba era de que al interesado, dentro del término general previsto para ello (15 días), se le informaran los pormenores que rodean la cuestión y se le dijera cuándo, en definitiva, se podría expedir la contestación del caso. 



  

De manera que, como en el presente asunto nada prueba que al accionante se le hubiera contestado en el sentido que corresponde y la respuesta de la entidad que descorrió el traslado no suple esa omisión, salta a la vista el resquebrajamiento del citado derecho por parte del Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, acorde con las funciones de la normativa que gobierna la estructura interna de la entidad (Acuerdo 063 de 1993 y Resolución 039 de 2012). 
  



En conclusión, se confirmará el fallo objeto de revisión, porque si bien manda que se resuelva de fondo el asunto, se reitera que para este momento de la actuación ya se han superado con creces los cuatro meses que le sirven de apoyo a la entidad para su omisión. 

  



En los términos del artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se enviará copia de esta actuación a la Procuraduría General de la Nación, para que se determine si en este caso se pudo incurrir en falta disciplinaria.
  



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida 11 de noviembre de 2016 por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela propuesta por Ricardo de Jesús Vera Colorado contra la Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- Gerente Nacional de Reconocimiento.

Para los efectos previstos en el artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se dispone remitir copia de la actuación a la Procuraduría General de la Nación.  

  



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   

DUBERNEY HERRERA GRISALES
     Con salvamento de voto 
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